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LLA LARGA POSGUERRA EN CANARIAS. 
NOTAS SOCIOECONÓMICAS
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El objetivo de esta intervención1 es plantear algunas de las características 
fundamentales del periodo de la larga posguerra civil y autarquía en el 
Archipiélago (1939-1959) en los planos económico y social. Se trata de 

aportar algunas indicaciones con el fi n de establecer un esquema-resumen, a modo 
de estado de la cuestión o de balance de lo investigado a lo largo de los últimos años, 
sobre varias de las cuestiones centrales de la autarquía en Canarias2. 

El orden de la exposición será el siguiente: 1º) un apartado en el que se plantea-
rán a vuelapluma, y desde impresiones personales, algunos tópicos que se siguen 
vertiendo en los medios de comunicación sobre los “logros” obtenidos en Canarias 
por el Estado surgido tras el golpe de Estado del 18 de julio de 1936 y Mando 
Económico del Archipiélago; 2º) un planteamiento general del periodo autárquico 
y sus etapas; 3º) unas notas sobre generalidades económicas y políticas sectoriales 
(empresas, industria y agricultura); 4º) una breve caracterización del intervencio-
nismo y la política de abastecimiento; 5º) algunas indicaciones sobre los niveles de 
vida de la población, centradas en las relaciones laborales, los salarios y los precios; 
6º) una somera descripción de la otra cara del racionamiento, el mercado negro, y la 
corrupción económica; y 7º) unas breves indicaciones acerca de las consecuencias de 
la aplicación del modelo autárquico en los planos sanitarios, de la vivienda, así como 
en otros aspectos de la sociedad.

ALGUNOS TÓPICOS DE LA MEMORIA DE LOS VENCEDORES
La guerra civil y el régimen dictatorial que asoló al país durante casi cuatro décadas 
no han sido objeto de estudio prioritario por parte de la historiografía canaria ni son 
temas que cuenten con una presencia amplia en debates sociales, por lo que se puede 
afi rmar que, desde la perspectiva académica y de la más amplia de la sociedad han sido 
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considerados como cuestiones secunda-
rias, e incluso irrelevantes. La lucha por 
la recuperación de la memoria histórica 
de ese periodo, entendida como la parte 
de la memoria colectiva encargada de la 
“conceptualización crítica de aconteci-
mientos de signo histórico compartidos 
colectivamente y vivos en el horizonte 
referencial del grupo”3, está en Canarias 
en sus estadios iniciales y cuenta con 
una muy escasa resonancia mediática 
y social, no obstante los importantes 
avances en la investigación desarrolla-
dos desde la década de los ochenta del 
siglo pasado y de la que son artífi ces 
destacados algunos de los participantes 
en este ciclo4. 

A pesar de las grandes lagunas exis-
tentes en el conocimiento de estas eta-
pas de nuestra historia reciente, existe 
ya un volumen de publicaciones lo 
sufi cientemente amplio como para, al 
menos, conocer los hechos y procesos 
fundamentales que se desarrollaron, 
sobre todo para la guerra civil, aunque 
su difusión y valoración mediático-so-
cial es mínima. En este marco de des-
conocimiento de la labor investigadora 
realizada en las Islas lo que trasciende 
socialmente es la desinformación y la 
deformación del pasado por las visiones 
y tópicos basados en los discursos pro-
pagandísticos de los vencedores en la 
guerra civil que se siguen vertiendo, de 
manera más o menos subliminal, por 
sus herederos intelectuales o por per-
sonas más o menos bienintencionadas 
que parten de interpretaciones sesga-
das, o bien abordan aspectos muy con-

cretos sin relacionarlos con el conjunto 
del proceso histórico.

Si se dejan de lado las referencias 
científi cas o literarias5 sobre la guerra y 
la dictadura en Canarias, mayoritaria-
mente críticas con el régimen dictato-
rial, el vehículo principal para publici-
tar cuestiones referidas al periodo 1936-
1975 es la tribuna que proporcionan 
los medios de comunicación locales. En 
ellos aparecen, fundamentalmente, dos 
tipos de mensaje sobre esta etapa. 

El primer grupo está constituido 
por expresiones de elementos de la me-
moria colectiva6 o que revisitan algu-
nas cuestiones de trascendencia social, 
como la emigración, desde una pers-
pectiva si no anecdótica, sí escasamente 
engarzada con el contexto más amplio 
de la dictadura y con las razones últimas 
de tales fenómenos. Estas visiones, por 
lo general, tienden a ofrecer una visión 
crítica, aunque en demasiadas ocasio-
nes comparten buena parte del legado 
de lugares comunes heredados del dis-
curso y valoraciones de determinados 
personajes elaborados por los sectores 
dominantes de la sociedad isleña. A este 
tipo de actividad, necesaria pero inco-
nexa y que puede llevar a confusiones, 
se ha dedicado, desde distintos intereses 
y perspectivas, un reducido grupo de 
periodistas y divulgadores. No obstan-
te, en algunos medios de comunicación 
han visto la luz algunos artículos y re-
portajes rigurosos y encaminados a no 
falsear los hechos.

El segundo bloque de referencias se 
puede califi car, en términos generales, 
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como franquista en sentido estricto y 
presenta a la dictadura, a grandes ras-
gos, como consecuencia lógica del “des-
gobierno” y “sectarismo” de la Segunda 
República. Asimismo, se legitiman las 
realizaciones del régimen dictatorial, 
que es presentado como responsable de 
la modernización del país y de haber 
propiciado el periodo de paz y estabili-
dad más largo de nuestra historia con-
temporánea. A su vez, dentro de este 
grupo de publicistas se distinguen dos 
vías básicas de transmisión ideológica: 
por un lado, referencias a las supuestas 
virtudes de la dictadura y sus próceres 
con relación a sucesos actuales (quizá 
una forma más velada y ambigua de 
transmisión); por otro, la exaltación de 
determinadas personalidades o institu-
ciones propias de la dictadura.

En la segunda vía mencionada des-
taca sobremanera la glorifi cación de 
las actividades del Mando Económico 
y de su último jefe, Francisco García-
Escámez e Iniesta, que determinados 
autores han realizado y realizan. En 
este grupo fi guran periodistas, “opi-
nadores”, militares y personas que por 
diversas razones, por ejemplo vínculos 
familiares, son afi nes a la dictadura y/o 
a su legado.

En estos discursos acerca de los pri-
meros años de la dictadura y, en espe-
cial, respecto a la memoria heredada y 
reconstruida del Mando Económico, 
destaca que la mayoría de los autores 
parten de un bagaje documental ínfi -
mo y de la práctica de aludir a deter-
minadas fuentes documentales sin citar 

su procedencia –cuestión que repiten 
algunos de los periodistas asimilables 
al grupo anterior–. Por ejemplo, en las 
biografías (más correcto sería denomi-
narlas hagiografías) realizadas sobre el 
general García-Escámez o en obras si-
milares sobre los militares durante esa 
etapa, que se presentan como investiga-
ciones rigurosas y totalmente objetivas, 
no suelen aparecer notas al pie ni una 
sección dedicada a fuentes y bibliogra-
fía. O bien se esconde información o 
bien se maneja muy poca. De hecho, en 
esos textos lo que se repite ad nauseam 
como soporte documental son las si-
guientes fuentes: la Memoria justifi cati-
va de la labor del Mando Económico y 
algunas informaciones de la prensa del 
momento, que más cumplir una fun-
ción informativa se caracterizaba por su 
componente propagandístico.

Además de las “aportaciones” que 
aquí denominamos franquistas, se han 
generado una serie de lugares comunes 
sobre la guerra y los años siguientes 
que, en gran medida, impregnan a la 
memoria colectiva. Entre estos tópi-
cos a desterrar fi guran, entre otros, los 
siguientes: 1º) en Canarias no hubo 
guerra civil (se niega la situación bélica 
por el hecho de que no hubieran frentes 
de batalla, con lo cual se obvia la re-
presión, la resistencia y la movilización 
militar y económica que llevó aparejada 
la guerra); 2º) salvo algunos episodios 
aislados, aquí no hubo nada compara-
ble a lo ocurrido en la Península; 3º) 
los sucesos luctuosos y atropellos que se 
cometieron fueron producto de incon-
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trolados o de fi guras ajenas a las Islas 
(visión que atribuye las atrocidades co-
metidas en el caso tinerfeño sólo a per-
sonajes foráneos, “godos”, como Ángel 
Dolla, Vicente Sergio Orbaneja y Fray 
Albino); etc. 

En defi nitiva, desde este tipo de lu-
gar común se pretende negar la situa-
ción de confrontación social existente, 
la responsabilidad de los sectores hege-
mónicos de la sociedad canaria y de sus 
seguidores o clientelas, atribuir los he-
chos a elementos foráneos y convertir 
la tragedia en un accidente, por lo que, 
desde esa perspectiva, una vez pasados 
los primeros momentos, y salvo algunas 
arbitrariedades cometidas desde Ma-
drid, la situación mejoró notablemente 
y los prohombres locales lucharon por 
la defensa de las Islas, con lo que se fa-
brica una especie de coartada moral y 
política para la clase dominante insular, 
que se convierte en defensora de toda 
la población isleña ante los desmanes 
procedentes del estado central.

Desde los planos económico y social 
también se han minimizado los efectos 
de la guerra y la dictadura y se han lle-
gado a defender afi rmaciones del tenor 
siguiente: En Canarias no se pasó ham-
bre, fueron años de austeridad; la crisis 
tuvo su razón de ser en las dos guerras 
(civil y mundial) y no en la política eco-
nómica y en la idea de estado defendi-
das por los vencedores; la crisis afectó 
a todos los sectores sociales por igual; 
no se puede hablar de corrupción, ya 
que gracias a las autoridades, especial-
mente a las militares, imperaba la dis-

ciplina y la moralidad en la gestión de 
los abastos; en este sentido, se llega a 
ocultar la existencia del mercado negro 
asimilándolo a la práctica tradicional 
del cambullón. Asimismo se repite que 
el Mando Económico realizó una gran 
obra en abastos, en vivienda y en otros 
asuntos de interés general y consiguió 
grandes logros con sus recursos, e inclu-
so se llega a afi rmar que Santa Cruz de 
Tenerife era la capital de provincias con 
el coste de la vida más bajo.

PERIODO AUTÁRQUICO.
ESBOZO GENERAL
La posguerra civil española fue una lar-
ga posguerra. En términos económicos 
y de indicadores como el de la alimen-
tación de la población, los índices de la 
etapa republicana se igualan en algunos 
casos a fi nales de los años cuarenta y en 
otros bien entrada la década de 19507. 
Para el estudio de la posguerra se han 
establecido varias delimitaciones cro-
nológicas basadas en las adaptaciones 
y cambios tácticos del régimen en el 
plano político, pero aquí se identifi cará 
posguerra con el periodo autárquico. 

Esta etapa en Canarias se puede aso-
ciar al momento de transición entre dos 
modelos de dependencia económica: el 
agroexportador y comercial, basado en 
la exportación frutera y en los nego-
cios portuarios al calor de la legislación 
puertofranquista; y el terciarizado (cu-
yos motores son el turismo y la cons-
trucción), cuyas bases se empiezan a 
cimentar a fi nales de la década de 1950 
vinculadas, entre otras, al programa es-
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tabilizador iniciado en 1957 y aplicado 
desde 1959.

El Estado surgido del 18 de julio de 
1936 defendió hasta fi nales de los años 
cincuenta una política económica de 
carácter intervencionista que intentaba, 
o al menos eso afi rmaban sus defen-
sores, lograr el autoabastecimiento del 
país, tanto en lo referido a productos 
básicos como en lo tocante a insumos 
para la agricultura y maquinaria indus-
trial, a través de una política basada 
en la intensifi cación de la producción 
agraria y de la industrialización forzada. 
Sin embargo, esta última opción nunca 
fue tomada en serio en las Islas.

La orientación autárquica tenía sus 
fuentes en varios periodos y en las lí-
neas de pensamiento político en las 
que confl uían la mayoría de los sectores 
económicos y sociales que respaldaron 
el golpe militar-fascista contra la lega-
lidad republicana. Las directrices del 
rumbo económico de España a lo largo 
de las dos primeras décadas del fran-
quismo estuvieron inspiradas por:

 
1) la política proteccionista efectuada 

desde el periodo de la Restauración; 
2) el proteccionismo y apoyo de las 

prácticas monopolistas efectuado 
por la dictadura primorriverista al 
servicio de los grupos empresaria-
les más poderosos;

3) la imitación de los modelos ensa-
yados por los regímenes nazi-fas-
cistas, especialmente por el fascis-
mo italiano con su corporativismo 
y modelo de relaciones laborales; 

4) el ultranacionalismo y los sueños 
imperiales de la Falange y otros 
sectores de la derecha española que 
identifi caban autarquía con inde-
pendencia política. Además, a esto 
se debe añadir la consideración de 
que la dirección económica del 
país podía ser abordada como un 
problema de intendencia, como si 
el Estado fuera un cuartel;

5) y, por último, las propias ideas del 
dictador8.

En general, la aplicación del progra-
ma autárquico implicó la ruralización 
de la economía9, la supresión de hecho 
de los Puertos Francos10, el hundimien-
to del comercio exterior (reducción de 
exportaciones y divisas), un intento 
frustrado de sustitución de importacio-
nes, la paralización de numerosas activi-
dades, una imparable alza de precios, la 
caída de los salarios reales y el aumento 
del paro encubierto, la escasez de pro-
ductos básicos y la extensión generali-
zada del mercado negro y la corrupción 
(aspectos estos sobre los que se volverá 
más adelante). 

En defi nitiva, la autarquía es uno 
de los momentos de mayor crisis que 
ha sufrido la población canaria. Si la 
guerra y la represión fue desde el punto 
de vista de los vencedores la expiación 
de los pecados mediante la efusión de 
sangre, la posguerra y autarquía fue 
una cuaresma basada en el hambre, la 
enfermedad, la incultura y la emigra-
ción11.

Estas poco más de dos décadas se 
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pueden dividir en dos fases, que a su vez se subdividen en otras dos 
subetapas.

La primera fase corresponde en Canarias al decenio 1936-1946, y 
se puede dividir entre los años de la guerra civil, esta fase se prolongaría 
hasta 1941, y los años del Mando Económico. Todo el periodo está ca-
racterizado, en primer lugar, por el apoyo casi sin fi suras de la clase do-
minante insular a la dictadura, aún cediendo parte de sus prerrogativas 
comerciales y políticas al Estado. En este sentido, los grupos más favo-
recidos son los sectores agrarios y agroexportadores más reaccionarios.

Desde los años de la guerra civil, en especial desde 1937 y 1938, se 
confi gura el régimen dictatorial y se sientan las bases de la orientación 
autárquica en la economía. Entre 1938 y 1941, al tiempo que se insti-
tucionaliza el “Nuevo Estado”, se crean los principales organismos de 
intervención económica, como, por ejemplo, el Servicio Nacional del 
Trigo, la Comisaría General de Abastecimientos y Transportes, el Insti-
tuto Español de Moneda Extranjera, el Instituto Nacional de Industria, 
etc. En Canarias, desde esos años también se irá produciendo una re-
orientación de la economía, aunque hasta el fi nal de la guerra el des-
envolvimiento del Archipiélago mantuvo a grandes rasgos sus formas 
tradicionales. El hecho de ser una economía extravertida proporcionaba 
divisas, muy necesarias para los sublevados12.

El subperiodo del Mando Económico, a su vez, se caracteriza por 
la centralización del poder militar y económico en manos de Capita-
nía General, que se encargó de dirigir la política de abastecimiento, la 
producción agrícola y las obras públicas, utilizando para ello cupos de 
divisas por el gobierno y fondos derivados de algunas tributaciones que, 
en algunas ocasiones, correspondían a otros organismos13. La razón de 
la creación de este organismo fue la situación de relativo aislamiento 
motivado por la guerra mundial y la previsible ocupación de las Islas 
por alguno de los beligerantes. En este sentido, el periodo comprendido 
entre el 5 de agosto de 1941 y el 7 de febrero de 1946 se puede consi-
derar como excepcional en el terreno administrativo.

La segunda fase de la autarquía (1946-1960) se subdivide también 
en dos subperiodos directamente vinculados a la política estatal: el pri-
mero 1946-1957 y el segundo a partir del inicio del bienio preestabili-
zador que concluyó con el cambio de orientación económica operado 
en el conjunto español, la liberalización de la economía.

Esta fase tiene como principales características la desaparición del 
Mando Económico y la consiguiente armonización administrativa y 
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política con el resto de España. A lo largo de estos años se produce 
una lenta normalización económica, traducida en la reactivación del 
comercio exterior, la extensión de los regadíos, el incremento de las 
exportaciones y un limitado desarrollo industrial basado en una muy 
parcial sustitución de importaciones.

Asimismo, se da una creciente penetración de capitales españoles 
(públicos y privados) y extranjeros, especialmente desde fi nales de la 
década de 1950, imparable tras el Plan de Estabilización de 1959.

En lo referido a la burguesía canaria, una vez pasadas las dos guerras, 
consolidada la dictadura y conseguida la ansiada “paz social” (eufemismo 
que designa a la paz de los cementerios), ésta inicia una reivindicación 
unánime de las especifi cidades canarias14: restitución total de los puertos 
francos, concesión de un régimen administrativo y fi scal diferencial, san-
ción legal de la privatización del agua, concesión de divisas e inversiones 
públicas y defensa de los intereses agroexportadores. Estas demandas is-
leñas se verían concretadas en los fracasados proyectos de leyes de bases 
sobre régimen administrativo de 1948 y 1958 y en la ley de aguas de 
195615.

Otra de las características más sobresalientes del periodo es el pro-
ceso de emigración masiva al exterior desde mediados de la década de 
1940, primero en forma clandestina y tras 1948-1949 legal; además, a 
lo largo del periodo se producen importantes movimientos de redistri-
bución de la población en el interior del Archipiélago. Se emigra desde 
el interior de las islas centrales a las capitales insulares y desde las islas 
periféricas a las centrales, en especial a las dos grandes capitales y a las 
zonas de agricultura de exportación.

ECONOMÍA Y POLÍTICAS SECTORIALES
Antes de exponer las líneas generales de las políticas económicas, es 
preciso recordar algunos datos acerca de cómo eran las Islas a fi nales de 
la década de 1930. Una población de aproximadamente 680.000 habi-
tantes, con predominio de la población activa rural, en torno al 50%, 
seguida por la de los servicios, entre el 30 y el 40% y por la industrial. 
Era una sociedad muy polarizada social y culturalmente (el analfabetis-
mo en 1940 afectaba a un 50% de la población), en la que la guerra, 
la represión y las políticas de la victoria se cebaron sobre los sectores 
más desfavorecidos, o lo que es lo mismo: la gran mayoría. Además, la 
población estaba sufriendo una represión atroz, no sólo política, sino 
moral y económica.

Humanidades
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Nos hallamos ante una sociedad en 
la que sus empresas eran en su gran ma-
yoría pequeñas, de carácter individual o 
familiar, aunque existían varios grandes 
establecimientos; los principales ejer-
cían de empresas líderes, que, en torno 
a los dos sectores hegemónicos de la 
economía canaria –complejo portuario 
importador y exportadores fruteros–, 
en muchos casos conectados entre sí, 
tenían un gran peso tanto económico 
como social y político en las Islas16. 

Durante la autarquía el sector in-
dustrial conoció un leve crecimiento 
en el número de empresas como con-
secuencia de la política de recursos pro-
pios y se intentó crear en algunas ramas 
una industria de sustitución de impor-
taciones. Pero esas industrias, salvo las 
excepciones del subsector tabaquero, 
del conservero y de empresas vincula-
das directamente al Estado y a capitales 
peninsulares, como la Refi nería de Pe-
tróleos de Santa Cruz, no conseguirán 
salir de un estado semiartesanal. Una 
de las razones para que no hubiese un 
mayor desarrollo industrial, además 
de las limitaciones que históricamente 
se han argüido sobre la difi cultad de 
emprender una vía industrializadora17, 
radicaba en la propia actitud de la gran 
mayoría de la burguesía canaria, que 
planteaba que una vez pasada la situa-
ción de crisis y restituidas las franqui-
cias se podría volver al modelo anterior 
sin difi cultad18.

Como ya se ha indicado, la mayoría 
de la población activa estaba dedicada a 
la agricultura y la exportación de pláta-

nos, tomates y papas, que eran los prin-
cipales renglones de las exportaciones 
isleñas19. La propiedad y explotación de 
la tierra se caracterizaba fundamental-
mente por los siguientes rasgos: la gran 
desigualdad en la distribución de la 
propiedad, motivada por la concentra-
ción de la propiedad en pocas manos, 
que como contrapartida presenta un 
amplio volumen de propietarios mini-
fundistas; la amplia parcelación de las 
explotaciones; la tendencia a la explo-
tación directa, no obstante en algunas 
zonas, sobre todo de medianías, pervive 
cierta polivalencia de relaciones de pro-
ducción (medianería y, en el caso del 
cultivo del tomate en Gran Canaria, la 
aparcería); e importantes desigualdades 
espaciales, en las que fi guran zonas de 
producción para el mercado interior y 
para la exportación.

POLÍTICAS DE ORDENACIÓN 
DE LA AGRICULTURA 1936-1946
El Estado garantizó la preeminencia 
de los grandes propietarios, en el caso 
canario especialmente de los grandes 
propietarios plataneros, garantizando la 
“paz social” y favoreciendo sus intere-
ses. Para ello se recurrió a la sobreex-
plotación de la fuerza de trabajo y en 
los primeros años los benefi cios de los 
terratenientes se vieron incrementados 
por el acceso al mercado negro.

A grandes rasgos, los objetivos de 
las políticas agrarias consistían en: 1º) 
intentar alcanzar la autosufi ciencia ali-
mentaria, incorporando más tierra y 
brazos al proceso productivo –lo que 
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constituyó un rotundo fracaso–, y con-
tribuir a la fi nanciación de otros secto-
res; 2º) reforzar en el plano ideológico 
la idealización del campesinado, toma-
do como un grupo homogéneo (los 
labradores) depositario de las virtudes 
patrias; 3º) lograr el encuadramiento 
sindical de los trabajadores y propieta-
rios a través de las Hermandades de La-
bradores (elementos de control político 
y de coacción económica)20, que en Ca-
narias veían obstaculizada su labor por 
otras instituciones.

El mayor número de disposiciones 
sobre agricultura en Canarias entre 
1936 y 1939 estaba destinado al sector 
platanero. Se trataba de reducir los cos-
tes producción y de lograr la recupera-
ción de su cotización. Para ello se creó 
un nuevo entramado organizativo; en 
primer lugar se creó el Consejo Ordena-
dor de la Exportación de Plátanos (CO-
DEP)21 y la Confederación Regional de 
la Exportación del Plátano (CREP), 
dependiente en un primer momento de 
la Comisaría de Industria, Comercio y 
Abastos para, posteriormente, ser un 
organismo bajo la tutela del Ministerio 
de Industria y Comercio22.

Tras el fi nal de la guerra civil los pla-
taneros consiguen reservarse el mercado 
español, que se convierte en el mercado 
casi exclusivo. De hecho, los años de la 
autarquía fueron especialmente bue-
nos para el sector. Los benefi cios hasta 
principios de los años sesenta oscilaron 
entre el 100 y el 350%23. 

Los otros grandes capítulos expor-
tadores (tomates y papas) sufrieron un 

brusco descenso durante los años de la 
II Guerra Mundial. En esos momentos 
ambos cultivos son reglamentados y 
disminuyó la superfi cie cultivada de to-
mates. En general, las reglamentaciones 
trataron de intensifi car la producción 
cerealística y de leguminosas con el fi n 
de suplir el défi cit de importaciones y 
de obtener, al menos, el autoabasteci-
miento de la población rural.

Al poco tiempo de comenzar su an-
dadura, El Mando Económico dispuso 
el establecimiento de una Junta Aseso-
ra, que en sus primeros momentos se 
encargó de proponer las medidas sobre 
intensifi cación de la producción agraria 
y regulación del uso de aguas para rie-
go, así como de promover la realización 
de obras. Este organismo se extendió a 
las dos provincias y amplió su marco de 
actuación con la constitución de po-
nencias sectoriales en 1943. También 
por esas fechas, 1942, surge en Tenerife 
CACITSA como entidad de crédito. 
Ambos organismos estaban copados 
por miembros destacados de la burgue-
sía agraria y agroexportadora24.

La política del Mando Económico 
y de sus organismos dependientes, en 
general, se caracterizó por favorecer a 
los grandes propietarios y realizar obras 
públicas al servicio de esos intereses. En 
este sentido destaca la importancia a lo 
largo del periodo de las obras hidráu-
licas25.

LA AGRICULTURA: 1946-1960
Tras la fi nalización de la confl agración 
mundial se inició un lento proceso de 
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normalización de la economía canaria. A lo largo de esa etapa desta-
can, entre otros, los siguientes procesos: 1) se incrementó la superfi cie 
cultivada de tomates, plátanos y papas con destino a la exportación; 2) 
se recuperó la exportación de tomates y se diversifi caron los mercados 
del plátano, aunque el peninsular siguió siendo el más importante; 3) 
a fi nales de la década de 1950 se introdujo el cultivo bajo plástico y 
la producción de nuevos productos de exportación, como pimientos, 
pepinos y fl or cortada; 4) los cultivos industriales fomentados durante 
el primer periodo autárquico (tabaco, caña, algodón) sufren un periodo 
de inestabilidad y un importante retroceso; y 5) las superfi cies dedica-
das a cereales y legumbres se expandieron, con altibajos, hasta mediados 
de la década de 1950, para, a partir de esas fechas, descender brusca-
mente, iniciándose un proceso inexorable de crisis de la agricultura de 
mercado interior.

La segunda fase de la autarquía fue bastante rentable para los gran-
des propietarios y exportadores canarios; no obstante, desde las Islas 
se intentó rentabilizar aún más la situación con la defensa del hecho 
diferencial. Las críticas de la burguesía canaria se centraron en los tipos 
de cambios impuestos por el Instituto Español de Moneda Extranje-
ra (IEME), que perjudicaban a los exportadores de tomates26, y en la  
competencia que surgía de otros territorios españoles o bajo soberanía 
española. 

Las principales voces de alarma en torno a las amenazas para la expor-
tación de plátanos y tomates se centraron en el inicio de la producción 
guineana de plátanos y en la competencia que suponía la introducción y 
cultivo del tomate en las provincias de Alicante y Murcia. En este senti-
do, se solicitaba la declaración de Canarias como zona exclusiva de pro-
ducción tomatera y la prohibición de exportar plátanos por parte de la 
colonia africana.

En defi nitiva, la autarquía constituyó un periodo dorado para los 
grandes propietarios plataneros, mientras que para los cultivadores ex-
portadores de tomates y papas tuvo altibajos, aunque el segundo perio-
do fue, a pesar de las restricciones en materia comercial y de cambios, 
especialmente benefi cioso para esos intereses. 

INTERVENCIONISMO Y RACIONAMIENTO27

El modelo autárquico se caracterizó por el intervencionismo estatal, 
muchas veces guiado directamente por las patronales más poderosas. 
Uno de los objetivos principales, como ya se ha indicado, era lograr 
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la autosufi ciencia alimentaria, pero lo cierto es que la situación de los 
abastos se agravó sustancialmente con el inicio de la Segunda Guerra 
Mundial y en los años posteriores a la confl agración. La política de 
intervención y el entramado organizativo fue similar al del resto del Es-
tado durante los años de la guerra civil, y adoptó algunas características 
peculiares con el Mando Económico.

La situación de Canarias, enclave estratégico envuelto en el teatro 
de operaciones de la guerra submarina, despertó el interés de la Ale-
mania nazi y de los Aliados, lo que unido a la necesidad de abastecer 
a la población determinó que se instaurase el Mando Económico del 
Archipiélago28 con la función de unifi car el mando de los tres ejércitos 
y de dirigir la economía en las Islas, constituyendo la mayor excepcio-
nalidad de Canarias respecto al ordenamiento político-administrativo 
del conjunto del Estado.

Las medidas de intervención afectaron a la totalidad de la vida eco-
nómica, estando centradas en control de moneda y divisas, estableci-
miento de precios de tasa, circulación de mercancías, asignación de 
recursos a empresas, control del comercio, ejecución de medidas de 
restricción de carburantes y energía, racionamiento de alimentos (hasta 
junio de 1952) y represión del mercado negro.

Entre las atribuciones del Mando Económico estaban ordenar la pro-
ducción, asignar los recursos energéticos y las licencias de importación, 
adaptar los racionamientos propuestos por la CGAT e, incluso, disponer 
de un cupo de divisas para importar, además de la obtención de fondos a 
través de tributaciones indirectas que antes iban a parar a otras institucio-
nes. Las relaciones del Mando Económico con los organismos centrales 
encargados de la intervención económica (CGAT, IEME, Fiscalía de Ta-
sas, Ministerio de Industria y Comercio) no siempre fueron fl uidas.

En lo referido al racionamiento, éste fue irregular y presentó nume-
rosos altibajos, tanto en las cantidades racionadas como en las calidades 
de las mismas. El Mando Económico logró un abastecimiento precario 
de la población y se encargó de la política de obras y social en las Islas, 
tanto por propia iniciativa como suplantando las competencias de otras 
instituciones civiles, de ahí su protagonismo. Tras su disolución el 7 de 
febrero de 1946, se homogeneiza el funcionamiento de las provincias 
canarias con las del resto del Estado. El abandono de las concesiones 
que tenía este organismo militar derivó en que los años siguientes fue-
ran catastrófi cos en cuanto a la situación de los abastos. Los años cua-
renta, en general, y los primeros de la década siguiente, sólo se pueden 
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defi nir como años de hambre.

TRABAJO, PARO Y SALARIOS 
En esta exposición se parte de la idea de 
que la Guerra Civil fue, ante todo, una 
guerra de clases, y esta condición deter-
minó la política laboral de la dictadura 
y la práctica de los patronos.

Las características más sobresalientes 
en lo que a relaciones laborales se refi ere 
son la represión, la sobreexplotación y 
el encuadramiento de los trabajadores 
en los Sindicatos Verticales, el descenso 
de los salarios reales y de los niveles de 
vida de la población. Los salarios rea-
les disminuyeron entre 1936 y 1941 
en torno a un 50-60% en el conjun-
to español, mientras que en Canarias, 
según las fuentes, los niveles salariales 
eran aún más bajos, situación que se 
veía agravada por la continua alza de 
los precios.

Se siguió un modelo de relaciones 
laborales directamente inspirado en 
el fascismo italiano. Desde la promul-
gación del Fuero del Trabajo (1938) 
se implantaron las reglamentaciones 
de salarios y se impuso férreamente el 
nuevo orden laboral. Los salarios en las 
Islas eran inferiores a la media estatal, 
cuestión ésta que se veía agravada por 
las más intensas subidas de precios, por 
la gran segmentación de las categorías 
profesionales existente en las reglamen-
taciones de trabajo29, por la discrimi-
nación de género (las mujeres siempre 
tenían retribuciones muy inferiores a 
las de los varones) y por el importan-
te número de aprendices, trabajadores 

fi jo-discontinuos y eventuales, que en 
el caso de los empaquetados de pláta-
nos y demás frutos podían llegar a ocu-
par el 25% de los puestos de trabajo de 
la empresa30.

Durante la Guerra Civil el paro dis-
minuyó por la movilización militar (en 
torno a 60.000 combatientes canarios) 
y en los años siguientes por los progra-
mas de obras públicas, aunque algunas 
fuentes inciden en que las estadísticas 
ofi ciales minusvaloraban el paro real y 
el subempleo, que debía ser muy ele-
vado.

Por otra parte, en este periodo los 
accidentes laborales se incrementaron 
a un mayor ritmo que en el conjunto 
del Estado. En palabras de los técnicos 
de la Cámara de Comercio tinerfeña: 
“Relacionando las cifras de accidentes 
con las poblaciones respectivas y su cre-
cimiento en el transcurso de los años 
considerados, resulta que en 1935 se 
produjeron por cada mil habitantes, 10 
accidentes en nuestra provincia, 9 en 
Las Palmas y muy próximo a 10 en la 
Nación. En 1954 las correspondientes 
cifras son, en números redondos: 26‰ 
en Tenerife, 27‰ en Las Palmas y el 
17‰ en la Nación”31.

En este contexto se produjeron ma-
nifestaciones de malestar obrero, unas 
veces larvadas y otras abiertas, vincula-
das en la mayoría de los casos a los mo-
mentos de reactivación de la oposición 
política antifranquista. Los años com-
prendidos entre 1944 y 1947 fueron los 
de mayor resistencia. A partir de me-
diados-fi nales de la década de 1950, ya 
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bajo otras circunstancias, comienza un 
nuevo ciclo de protestas en determina-
dos sectores que desembocarían en los 
confl ictos que se sucedieron en las islas 
centrales entre 1956 y 196232.

En defi nitiva, la instauración de la 
dictadura signifi có un retroceso genera-
lizado en las condiciones de trabajo y 
salariales; además, borró de un pluma-
zo todas las conquistas sociales obteni-
das en el periodo anterior.

EL PROBLEMA DE LOS PRECIOS
Otra característica básica para compren-
der la situación de la población duran-
te la autarquía es la sostenida e intensa 
alza de precios, tanto mayoristas como 
minoristas. Las principales causas de la 
infl ación durante el periodo radicaban 
en: 1) la política de creación de deuda 
pública y la ampliación del crédito; 2) 
el descenso de la producción, derivada 
de la falta de inversiones productivas y 
de la propia política del Estado; 3) la 
emergencia del mercado negro y de la 
ocultación de productos, que tuvo tam-
bién una destacada infl uencia en los 
precios ofi ciales.

En Canarias, además, las alzas se de-
bían a la alteración de la economía por 
el cierre de las rutas marítimas durante 
la confl agración mundial, la supresión 
de facto del régimen de Puertos Fran-
cos por las regulaciones de comercio 
exterior, divisas, la tributación de Usos 
y Consumos, el encarecimiento de los 
fl etes y la sustitución de la oferta ex-
tranjera por la peninsular.

Entre los “logros” de la dictadura se 

puede incluir que, a la altura de 1948, 
el poder de compra de la peseta había 
descendido un 78% respecto a 1936. 
Según los datos del Instituto Nacional 
de Estadística, salvo en algunos años, el 
ICV de las capitales canarias estuvo por 
encima de la media del Estado. Las alzas 
no eran progresivas sino que los precios 
experimentaron elevaciones bruscas de 
un año a otro.

Durante los años cuarenta las alzas 
en capítulos como el de alimentación 
fueron más marcadas en la ciudad de 
Las Palmas, mientras que en los años 
cincuenta fue Santa Cruz de Tenerife 
la capital que experimentó las mayo-
res elevaciones de precios. Los precios 
de los artículos importados eran supe-
riores en las zonas rurales y en las islas 
periféricas, que veían encarecidas las 
mercancías por los costes del transporte 
interinsular y por la vía fi scal, a través 
de los arbitrios insulares, que anterior-
mente ya habían pagado a los Cabildos 
de Tenerife y Gran Canaria.

Además, según datos de los Sindi-
catos Verticales, el ICV elaborado por 
el INE es erróneo, en tanto que la base 
100 otorgada a 1936, era 50, con lo que 
los precios registrados en las estadísticas 
ofi ciales serían la mitad de los reales33.

Curiosamente, en algunos artículos 
de prensa y en obras dedicadas a glosar 
la magnánima obra del Mando Econó-
mico se dice que Santa Cruz era la capi-
tal de provincia con los precios más ba-
jos del Estado. ¿Cómo se explica esto? 
La referencia que se repite para afi rmar 
la baratura del coste de la vida en Tene-
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rife es un reportaje de prensa de 1940 conmemorativo del segundo año 
de Vicente Sergio Orbaneja al frente del Gobierno Civil34. Un texto de 
claro componente propagandístico que se usa para extender a todo el 
periodo y para atribuir al Mando Económico un supuesto logro que ni 
siquiera era suyo, en tanto que ese organismo no existía. 

ESTRAPERLO Y CORRUPCIÓN ECONÓMICA
El mercado negro fue un vehículo de enriquecimiento de primera mag-
nitud, que suplantó en gran medida al mercado ofi cial. Se convirtió en 
la otra cara del racionamiento y es uno de los elementos defi nitorios de 
la década de 1940.

El mercado paralelo y toda la gama de fraudes a los consumido-
res y a los organismos encargados de controlar la exportación e im-
portación de mercancías fue práctica generalizada en el Archipiélago 
durante el periodo analizado. Esta circulación de mercancías paralela 
al mercado ofi cial afectó a numerosos productos básicos e implicó a 
todas las capas sociales, pudiéndose distinguir un estraperlo de “alto 
nivel”, bien organizado, que realizaba importantes operaciones, que 
permitían la obtención de sustanciosos benefi cios y que estaba relati-
vamente tolerado y amparado por los organismos fi scalizadores, y un 
“estraperlo popular”, efectuado por pequeños propietarios agrarios, 
pequeños comerciantes y cambulloneros que “iban por libre”, que 
permitió subsistir algo mejor a estos grupos y en cierta medida abas-
tecer a parte de la población. El aquí denominado estraperlo popular 
era reprimido con mayor dureza por las autoridades, a pesar de la 
disminución de sanciones promovida por el Mando Económico desde 
1943.

El doble rasero aplicado a la hora de hacer efectivas las sanciones por 
fraudes o comercio ilícito tenía su razón de ser en el carácter clasista de 
la Dictadura, en tanto que las grandes operaciones estaban protagoni-
zadas por destacadas empresas, terratenientes y nuevos ricos adeptos al 
régimen que, en muchos casos, tenían una directa participación en los 
organismos económicos y políticos decisorios creados durante esos años 
(CREP, CREPA, Consorcio de Almacenistas, hermandades de labrado-
res) y con las autoridades encargadas de velar por el control efectivo de 
las operaciones comerciales, como la Administración de Puertos Fran-
cos. Se trataba de grandes operaciones que dejan entrever una enorme 
cadena de corruptelas y clientelismo en todos los escalones del poder 
y la administración surgida en el Archipiélago tras el 18 de julio de 
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1936.
El estraperlo perduró el mismo tiempo que el sistema de raciona-

miento, siendo a partir de 1952 cuando la situación tendió a normali-
zarse en lo referido al tráfi co ilegal de productos de primera necesidad, 
no obstante se mantuvo un importante contrabando y el tradicional 
comercio portuario del cambullón vivió una época dorada35.

OTRAS CONSECUENCIAS: LOS “LOGROS” DE LA DICTADURA
La suma de represión, corrupción, mala gestión, adopción del progra-
ma económico autárquico y de unas alianzas políticas internacionales 
claramente favorable a las potencias nazi-fascistas durante la II Gue-
rra Mundial, unido a otros factores coyunturales, determinaron que 
la posguerra civil fuese un periodo que sólo se puede califi car como 
catastrófi co. 

Los efectos de las medidas tomadas por los gobiernos y organis-
mos de la dictadura lograron, por ejemplo, un notorio empeoramiento 
general de la situación sanitaria y de las condiciones higiénicas de la 
población y un rebrote de las enfermedades infecto-contagiosas, con su 
secuela de muerte en una población debilitada por el hambre.

Asimismo, y como ya se ha señalado, desde los años de la Guerra Civil 
aumentó considerablemente de la indigencia (subestimada por los padro-
nes de benefi cencia que establecía condiciones muy restrictivas). Por, ejem-
plo en la provincia de Las Palmas se produjo “un aumento considerable de 
la indigencia, defi nida como extrema pobreza”. Antes del golpe militar-fas-
cista de julio de 1936 sólo había 500 personas acogidas en los comedores 
e instituciones benéfi cas de la provincia, mientras que dos años después la 
cifra de asistidos ascendía a 10.000. En 1943, el jefe provincial de Falange 
exponía que: “Resulta [que] se encuentra en la indigencia 8.424 personas, 
exceptuando las de la Capital que pueden calcularse en muy cerca de las 
5.000 personas más”36. La Sección Femenina y Auxilio Social estimaban 
que el número de “necesitados” en la ciudad de Las Palmas a fi nales de 
1954 ascendía a 15.000 personas.

Otros de los logros de la “política redentora” de la dictadura fue el 
obligar a muchas personas a recurrir al pluriempleo como fórmula para 
poder subsistir; el incremento del trabajo infantil, que incidía en la for-
mación de la población y se traducía en un absentismo que se situaba 
en torno a un 50% de los niños en edad escolar, así como en la escasez 
de mano de obra cualifi cada; el incremento de la mendicidad y la ma-
yor extensión de la prostitución.
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Ante este “esperanzador panora-
ma”, según la jerga de la prensa y los 
altos cargos de la época, las autorida-
des se enfrentaron al problema a través 
dos vías: mediante la implantación de 
unos servicios de caridad, casi siempre 
en manos privadas o de la Iglesia; y a 
través de la represión y el ocultamiento 
de los problemas (las órdenes de los go-
biernos civiles prohibiendo la práctica 
de la mendicidad, por ejemplo, eran 
algo habitual).

Dejando a un lado la tarea del ser-
vicio falangista de caridad, Auxilio So-
cial, y las colectas patrióticas durante los 
años de la Guerra Civil, las realizaciones 
más resonantes de las autoridades fueron 
puntuales y propagandísticas: actos vin-
culados a fechas señeras del movimien-
to y a algunas festividades religiosas37. 
Mención aparte merecen las adopciones 
de El Hierro y Fuerteventura decretadas 
por Franco tras su visita al Archipiélago 
en 1950 y que constituyeron, una vez 
más, un rotundo fracaso si de lo que se 
trataba era de mejorar la precaria situa-
ción de los habitantes de esas islas38.

Una de las actividades que mayor ren-
tabilidad propagandística dio al Mando 
Económico y al capitán general García-
Escámez fue la construcción de vivien-
das. En este sentido, el Mando puso en 
marcha un plan de construcción de casas 
baratas cuyo resultado fue la edifi cación 
de 728 viviendas con un presupuesto 
total de 22.820.204,14 pesetas39. Sin 
embargo, la construcción de viviendas, 
no sólo entre agosto de 1941 y febrero 
de 1946, no satisfacía las necesidades de-

rivadas del incremento de la población, 
con lo cual el défi cit de viviendas a lo 
largo del periodo se incrementó. Un par 
de datos pueden ilustrar y cuestionar la 
labor constructiva del organismo mili-
tar: según el INE, entre 1940 y 1949, en 
la ciudad de Santa Cruz, el número de 
familias había crecido un 59,4%, mien-
tras que el número de viviendas sólo en 
un 22,6%, lo que implicaba un desfa-
se de 4.822 viviendas. Asimismo, en el 
resto de la provincia el défi cit ascendía a 
3.604 viviendas, con lo que se planteaba 
que eran necesarias 8.426 viviendas en 
el conjunto de la provincia40. Seis años 
más tarde, la Cámara de Comercio de 
Santa Cruz de Tenerife planteaba que, 
en 1950, el défi cit era aproximadamente 
de 7.000 viviendas y estimaba que sólo 
podría disminuir con un ritmo de edi-
fi cación superior a las 1.400 viviendas 
anuales41.

Además, las Islas partían de una si-
tuación defi ciente en el tema de la vi-
vienda, que se vio agravado. En 1950 
aproximadamente la mitad de las vi-
viendas eran anteriores a 1900, nume-
rosas viviendas no reunían condiciones 
mínimas de salubridad y en las casas de 
alquileres de rentas bajas y, en general, 
en las viviendas de los trabajadores el 
hacinamiento era la norma.

En conclusión, las iniciativas del 
Mando Económico, Obras Sindicales 
y demás autoridades fueron totalmente 
insufi cientes y han sido sobreestimadas 
en exceso42.

Otras de las consecuencias de los 
procesos aquí mencionados, así como 
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de los reajustes y transformaciones que se inician en los años cincuenta, fueron los 
trasvases de población, tanto hacia las capitales provinciales como hacia ultramar, es-
pecialmente Venezuela. En el periodo 1946-1965 hubo un total de 107.521 salidas 
brutas hacia ultramar, siendo las salidas netas unas 62.000 en números redondos, 
lo indica una enorme sangría migratoria, un auténtico éxodo. La emigración estuvo 
prohibida hasta fi nales de la década de 1940 y, en el caso venezolano, comenzó a 
ser legal tras el reconocimiento de la dictadura franquista en 1948. Hasta 1952 la 
mayoría de las salidas fue ilegal43. Las remesas de la emigración desempeñaron un 
papel muy favorable para numerosas economías familiares y sirvieron para estimular 
el consumo de una parte nada desdeñable de la población44.

En conclusión, se puede afi rmar que la larga posguerra y la autarquía fueron un 
periodo catastrófi co en todos los planos de la sociedad. Retroceso de la actividad co-
mercial, estrangulamiento de ramas productivas, hundimiento de los salarios, infl ación 
galopante, sobreexplotación, represión y humillación del conjunto de los trabajadores 
(y aún más de las mujeres), hambre no paliada por el racionamiento, omnipresencia 
del mercado negro y de la corrupción, enfermedad (tuberculosis y enteritis, especial-
mente), hacinamiento y emigración en masa, son algunos de los logros más relevantes 
del “glorioso movimiento salvador de España” en las Islas. Ni los “cuidados paliativos” 
que aplicó el Mando Económico, ni toda la propaganda posterior pueden cambiar esa 
realidad, por mucho que la mentira se repita más de mil veces.

NOTAS

1 Quiero hacer constar mi agradecimiento a los organizadores del ciclo de conferencias sobre Memoria Histórica y 
Republicanismo y al Ateneo de La Laguna por la invitación para participar en este ciclo. El texto que el lector 
tiene en sus manos es una versión redactada del esquema originario al que se le han añadido algunas notas a pie 
citando fuentes o bibliografía específi ca sobre los temas abordados en estas notas incompletas. 

2 Los datos y contenidos en esta charla, salvo que se aluda a alguna fuente en concreto, están citados y desarrolla-
dos en GUERRA PALMERO, Ricardo A., Autarquía y hecho diferencial canario (1936-1960), Ediciones Idea, 
Santa Cruz de Tenerife, 2005 y, del mismo autor, Sobrevivir en Canarias (1939-1959). Racionamiento, miseria y 
estraperlo, Ediciones Idea, Santa Cruz de Tenerife, 2006.

3 “La memoria histórica se caracteriza, así pues, por su naturaleza auto-refl exiva sobre la función de la memoria. 
Toda memoria histórica es por fuerza colectiva, aunque se active de manera individual”. COLMEIRO, José, F., 
Memoria histórica e identidad cultural. De la posguerra a la posmodernidad, Anthropos, Barcelona, 2005, p. 18

4 Un muy somero estado de la cuestión acerca de la investigación sobre este periodo se puede consultar en GUE-
RRA PALMERO, R. A., La Falange en Canarias (1936-1950), CCPC, Col. Taller de Historia, Canarias, 2007, 
pp. 9-13.

5 La relación entre memoria histórica y literatura en Canarias es un tema que merece una investigación pormenori-
zada si se tienen en cuenta las creaciones literarias relacionadas o inspiradas en el periodo estudiado. Obras como 
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